
Consulta No. 7ó

l0 de abril de 1997.

l,icenciado
David Arce
Director General de Catashl)
Ministerio de Hacierda y Tesoro
t-t. s. D.

l,icenciado Arce:

Curnpliendo con la función de brindar conscjeria jurídica a los senyidores
públicos administrafivos quc consulten nuestro parecer en torlo a determinacla
interpretación de la Ley o el procedimienlo a seguir, contenida en el artículo
348, nuneral 2 del Código Judicial, procedernos a brindar nucstra opinion
jurídica, en relación con la Consulta que nos fonnulara en su Nota 50 l-0 t-288
de fecha 3 de marzo de 1997.

Ilechos que liunarcan la Consulta

Mediante Resolución No.27ó de I6 de octLrbre de 1991, expeditla por el
Consejo dc Gabincte se autorizó a la Licenciatla Delia Cárdenas, on su
condición de Minislra llncargada de Llacienda y 1'esolo, para qtre, en nornDre y
reprcsentación clel Gobicmo Nacional, suscribiera Conh.ato de Concesión tle un
area de albinas con€spondiente a 1,617 hectárcas corr i,872 m2, con la
empresa Pacumal, S.A.

El aludido Contrato, segun consta a folio 5, ñre extendido y finnado el
dia 22 de mayo de 1995, por los representantes de ambas partes, y rcfrendatlo
por el Contralor General de la República, Adstides Rornero, el día 2l de abril
de 1995.
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Calastro del Ministerio de Hacienda y Tesoro. Luego de ello, y siguiendo

nuesÍo trabajo de invcstigación, en nuesho Ccntro de Documentación e

Infomática, encontrarnos ia Consulta No.C-214 de 8 de agosto de | 99ó,

absuelta al señor Minislro de Desarrollo Agropecuario, Doctor Carlos Sousa

l,ennox M, y en la cual se solicitó el oriterio de este Despacho en tomo a "la
validez del Contrato No.40 del 22 de mayo de 1995, celebrado entre la
E:npresa Pacurar S.A. y el Ministerio de Hacienda y Tesoro".

Como se observa, una vez más es requerido nuestro criterio juridico, en

tonlo a la problemática rclacionada cor el Contrato de Concesión de Albina
No.40. Se irrfiere que persisten los cuestionamientos en tomo a é1, por lo
clue estimamos conveniente realizar nuevamente su cstudio.

El exarnen de1 Contrato No.40, revela algunas irregulalidades que

requieren especial atención. Veamos en qué consisten:

En primer lugar, observarnos que el Contrato, fi¡e finnado el dia 22 de

nrayo de 1995, sin embargo, actuó en representación del Estado, la Licenciada
Delia Cárdenas, quien no se desempeñaba como Ministra Encargada de

Hacienda y 'l'esoro, toda vez que dejó de ser firncionaria pirblica el día 3 | de

allosto de 1994. Resulta cuestionable por tanto, esta inegularidad, pues existió
ilegitimidad absoluta cn la represeltación del lrstado" al momento de la

celebración del Coúrato.

Otro punto que sc hace obligantc destacar cs el relacionado con cl
rcliendo del Contralor General de la l{epública. Ello ocupa nuesüa atenció1,
loda vez que, a folio 5 del Contrato, aparece la finna del señor Contralor,
Aristides Romcro, y a su lado la tbcha en que sc produjo dicho reliendo, es
decir el día 2 | de abril de 1995.

A pesal que, obra cn el expedicnte ¡elativo al Contrato No.40, la Nota
No.3048-Leg, de 26 de jLrnio de 1995, por medio de la cLral el Contralor
General de la República, aclara algLnos purtos que habían despertado
inc¡trietud en el señor Ministro de la Presidencia, los razonamientos expuestos,
en tomo a "que es una práctica administrativa comin el que el ente contratanle
no le otorgue nirmero al Contrato y tampoco la fecha en que se suscribe, pues



so datos que se determinan luego de surtido el reÍiendo de la Contraloría

General, y por parte del ente contratante", no qucda desvirtuada la existencia

de una inegularidad, en cuanto a la ilegiimidad de quien figua como

representante del Estado, en ese Contrato.

SigLriendo el orden de ideas, conviene tener en cuenta que el rcfrendo del

Contralor Geteral de la República es un requisito de validez de todo contrato

administrativo, tal como dispone el ar1ículo 48 de la Ley 32 de 1984, y lo
realinna la Corle Suprema dc Justicia, en Fallo de lro. de febrcto de 1996.

Sin embargo, no constituyc el único presupuesto para el perfeccionamiento de

este tipo de contmtos, los cuales requieren la concurrencia de otros elementos.

Definitivamente, sc ponen de manifiesto inegularidades que vician el

Conhato No.40, no obstarte, debe valorarse la "prcsurción de legitirnidad" que

rcvíste a todo acto adrninistrativo y que consiste en la suposición de que el acto
frle emitido confbnne a derecho, paraliaseando al catedrático argentino Miguel
Marienhoff Más aún, con relación a esa presunción, debe decirse quc, la
legitimidad ha sido entendida doctrinahnente como vocablo sinónimo de
"pcrfección", eqüivalente a acto perfeclo.

Ahora bien, como ya expres¿rmos, si concunen ücios r¡ue ameritan la
nulidad del Contrato No.40, existe la posibilidad de que esa presunción de
legitirnidad que lo acompaña, y que es de naturaleza relativa o simple (y no
absoluta) sea desvirhrada, probando claro está, que dicho acto contravienc el
orden juridico. Profundizando más en esfe aspecto, debernos indicar quc, la
infiacción de la ley, puede ser de dos tipos la inicial, es decir, la qle surge con
el nacimiento del acto, o la sobreviniente a éste, o sea, la que sc debe a un
carnbio en el derecho objetivo.

En consideración a la clasificación anotada, podemos afinnar que el
Contrato No.40 presenta vicios, desde su expedición, quc hacen irnposiblc su
ejecución, de suefte que estimamos viable solicital su nulidad por las razones
aqtti expresadas, las cuales encuentran su fundamento juídico en los altículos
ó6, numeral 2 Q.,lulidad de los contratos),68 (La firma del contrato) y 73
(Facultad de contratación), de la Ley No.56 de 27 de diciembre de 1995 "Por la
ctnl se regula la Contratación Pírblica y se dictan otras disposiciones" (G.O.
22,939 de28 de diciembre de 1995), y no en atención al artículo 68 del Código
Fiscal, que resultó derogado por el artículo I18 de esa misma Ley.
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